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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 638/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

TITULAR DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD PÚBLICA EN EL ESTADO.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR
San Luis Potosí, S.L.P., a dieciséis de enero de dos mil diecinueve.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 638/2018-3, promovido por la **********contra actos del Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Seguridad Pública en el  Estado; y

R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo del quince de agosto de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito firmado por la**********mediante el cual demanda al Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Seguridad Pública en el  Estado; por la nulidad de: “La Resolución definitiva de fecha **********, dictada por la autoridad demandada en los autos del expediente número **********…; quien manifiesta tuvo conocimiento el siete de junio de dos mil dieciocho; en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera..- Mediante proveído de tres de octubre de dos mil dieciocho, se tuvo a la autoridad demandada por contestando  la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la actora con la copia de su escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho correspondía; se admitieron las pruebas correspondientes de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final..-la cual se verificó el veintitrés de octubre de dos mil dieciocho, sin la asistencia de las partes; se dio cuenta por parte del Secretario de Acuerdos con los escritos de demanda y contestación e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las ofrecidas por las partes; en etapa de alegatos se certificó que no se formularon estos por la autoridad demandada; y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, por tratarse de una controversia suscitada de una resolución definitiva en materia de responsabilidad administrativa, impuesta a un servidor público por el órgano de Control Interno de la Secretaria de Seguridad Pública del  Estado de San Luis Potosí, en la cual se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada de la resolución que constituye el acto impugnado, visible en fojas 12 a la 35 de este sumario.  
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se acreditó con la copia certificada de su respectivo nombramiento visible en fojas 48 del sumario; de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas, hacen prueba plena de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de: la Resolución de fecha **********, dictada por la autoridad demandada en el Expediente de Responsabilidad Administrativa **********; acto el cual fue exhibido por la demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La parte actora, ofreció como medios probatorios en su escrito inicial de demanda para acreditar la ilegalidad del acto impugnado, las documentales visibles en fojas 9 a la 35 de este sumario, que se detallan: 1.- Copia certificada del oficio número **********mediante el cual notifican la resolución impugnada, y 2.- Copia certificada de la Resolución de fecha ********** dictada por la autoridad demandada en el Expediente de Responsabilidad Administrativa **********
La autoridad demandada, para acreditar la legalidad de los actos impugnados, ofreció la presuncional legal y humana e Instrumental de actuaciones, así como las documentales que obran  en fojas 50 a la 252 de este sumario, consistentes en: 1.- Copias certificadas del Expediente de Responsabilidad Administrativa **********2.- La presuncional legal y humana y la  instrumental de actuaciones.

Documentales antes citadas, aportadas por las partes, que adquieren pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ellas, conforme lo establecido en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para acreditar lo inserto en ellas.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”
En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada al producir su respectiva contestación de demanda, opuso la excepción de Improcedencia de la Acción y Carencia de Derecho, que basa en que la resolución que se impugna fue dictada conforme a derecho. A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la parte actora.

A ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora. 

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 6 y 7 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599, que dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Por otra parte, este Tribunal procede al estudio del Primero, Segundo, Tercero y Cuarto de los conceptos de impugnación que hace valer la  promovente, los cuales se analizan en forma vinculada por estar relacionados  entre sí, en cuanto a la falta de fundamentación y motivación del acto reclamado, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas  por  las partes que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la jurisprudencia de la Época: Décima Época, con Registro: 2011406, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación,  Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso..-SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA REGIÓN..-Amparo directo 539/2015 (cuaderno auxiliar 831/2015) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Petróleos Mexicanos y otro. 16 de octubre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Ángel Rosas Solano..-Amparo directo 624/2015 (cuaderno auxiliar 861/2015) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Ayuntamiento Constitucional del Municipio de Nacajuca, Tabasco. 16 de octubre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Ángel Rosas Solano..-Amparo directo 640/2015 (cuaderno auxiliar 870/2015) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. Efrén de Dios López. 23 de octubre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Ángel Rosas Solano..-Amparo directo 605/2015 (cuaderno auxiliar 858/2015) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. José Enrique León Díaz. 23 de octubre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Ángel Rosas Solano..-Amparo en revisión 308/2015 (cuaderno auxiliar 1021/2015) del índice del Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Circuito, con apoyo del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 13 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secretario: Ángel Rosas Solano..-Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Conceptos de impugnación, los cuales en la parte que interesa literalmente refieren:  

“1.- La resolución de fecha (…) esta afectada  de nulidad y es anulable por infracción a los artículos 164 fracciones III, V y VI, 164 fracciones II y III del Código Procesal Administrativo, por incurrir en falta de  fundamento y motivación mediando error de hecho y de derecho sobre el objeto, causa  o motivo, o fin de la responsabilidad que me imputa; y ser expedido  de manera congruente, sin resolver expresamente todos los puntos propuestos por la suscrita, conforme a lo siguiente…”
“1.- En la expedición del certificado del  ********** no incidí en responsabilidad administrativa alguna…

“Primero: Se me imputa que el certificado que emití incurre en la irregularidad de omitir  la descripción de la metodología empleada y la mención de los  elementos técnicos en que me apoye  para emitir mis conclusiones. Lo anterior resulta infundado, a la suscrita se me pido un **********, es decir (…), no el de estado de ebriedad  o examen de alcoholemia de laboratorio********** mi área de trabajo son para efectos administrativos internos de la Dirección de Seguridad Pública, no para uso penales que se aplican exigencias legales propias de esa materia (…).”
“Segundo: El trabajo en el que se me atribuye negligencia no fue de mi competencia, por tanto mi posible responsabilidad esta fuera de discusión, me impusieron intervenir por colaboración forzada no necesaria, (…).”
“Tercero: (…), de haber estado enterada de inmediato se las rechazo y les impongo que la llevaran con quien  si debe intervenir en la investigación de los hechos constitutivos de delito, pero en cierta forma me sorprendieron ocultándolo, en cuyo caso no ocurro en responsabilidad.”
“Cuarto: (…), sin olvidar que mi diagnostico profesional en el área que laboro es de **********; correspondió al Agente del Ministerio Público, (…).”
Del estudio y análisis de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan fundados y suficientes, para determinar la nulidad del acto o resolución que se impugna, toda vez que la responsabilidad directa que le instruye la demandada a la hoy actora, en la resolución de ********** **********, dictada en el Expediente de Responsabilidad Administrativa **********;**********no está acreditada. 
Para evidenciar los motivos por los que se formula esa determinación, es preciso mencionar las responsabilidades administrativas instruidas a la actora, que refiere la autoridad demandada como acreditadas, se encuentran analizadas y vertidas en el acto reclamado en el Considerando Sexto visible de la foja 17 a la 32 de este sumario, y que en la parte que  interesa refieren:
“CONSIDERANDO SEXTO.- Estudio de Fondo (…).”

“…La conducta irregular consiste en que ********** (…), a las 14:30 catorce horas con treinta minutos del día (…), del dos mil dieciséis, ********** (…), no se advierte que dicho documento cuente con el apoyo de elementos  técnicos  que la ciencia médica proporciona para establecer la existencia del estado de ebriedad de la persona, pues no refiere el procedimiento, método o técnica utilizados  para conocer el grado de influencia de esta droga sobre el organismo de la persona detenida....”“…Lo anterior, aunado a que la ********** (…), no obstante ello, concluyó el estado sobrio de la persona valorada, causando con ello deficiencia a la prestación del servicio público encomendado, (…).”
Foja 31, “…Al realizar un análisis minucioso en conjunto y por separado de los argumentos planteados por la servidor publica así como de las pruebas aportadas por ella, mismas que son valoradas en este momento  de resolver, tendientes a desvirtuar la irregularidad que se investiga, se encontró que no le asiste la razón; ello en virtud de que no ofreció pruebas tendientes a desvirtuar el hecho irregular que se le imputa, esto es, no se advierte que para llegar a la conclusión de sobriedad  en el ********** (…), se haya apoyado en elementos técnicos que la ciencia médica proporciona (…).-““…En razón de lo anteriormente  expuesto, con apoyo en los elementos  de prueba que obran en el expediente que se resuelve, atendiendo a que la responsabilidad administrativa surge como consecuencia de una omisión establecida como obligación prevista en la legislación que rige la prestación del servicio público. Tan es así que la propia Ley de responsabilidades estatal dispone que se aplicaran  sanciones administrativas a los servidores públicos al dejar de acatar y observar  el contexto general de las disposiciones que normen y orienten su conducta, a fin de salvaguardar los principios que la propia Ley estatuye como pilar fundamental de un estado de derecho; en ese sentido, la servidor pública involucrada, al no cumplir con lo señalado en los numerales 4, 5 fracción IV y 16 del Reglamento Interior de la Secretaria de Seguridad Pública del Estado y 2° fracción II inciso a) 3 y 7 fracción VI, en relación con el Manual de Organización aplicable a la Unidad de Servicios Médicos, Area de Gabinete Médico y trabajo Socia, Enlace Administrativo, de la dirección General de Seguridad de Pública del Estado, incumple con las obligación impuesta por la fracción I del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por lo que procede a individualizar la sanción (…).”
Partiendo del contenido de lo antes transcrito, se advierte que la autoridad demandada al emitir la resolución que se impugna en este juicio, basa la conducta atribuida a la hoy actora en que como servidor público ********** sin que contar con el apoyo de elementos  técnicos  que la ciencia médica proporciona para establecer la existencia del estado de ebriedad de la persona detenida; lo cual tenía la obligación legal de hacer, según lo señalado en el Manual de Organización aplicable a la Unidad de Servicios Médicos, Área de Gabinete Médico y Trabajo Social, Enlace Administrativo, de la Dirección General de Seguridad de Pública del Estado, incumpliendo con los numerales 4, 5 fracción IV y 16 del Reglamento Interior de la Secretaria de Seguridad Pública del Estado, ya que es una obligación que a decir de la autoridad demandada dejo de atender la accionante, e incurrió en responsabilidad administrativa en el ejercicio de su empleo, pues al no cumplir con la obligación antes mencionada causó con ello deficiencia a la prestación del servicio público encomendado,  contraviniendo lo dispuesto por el artículo 56 fracciones I, de la Ley de Responsabilidades de  los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Bajo esa premisa, se determina por parte de esta Sala Unitaria que resulta ilegal la resolución impugnada, a virtud de que no se encuentra acreditada  de  forma  fehaciente la responsabilidad directa que le imputa a la actora, por la omisión antes citada; siendo que no se demuestra en el Expediente Administrativo de Responsabilidades número  **********, que haya sido omisa en el cumplimiento de sus obligaciones en el ámbito de su competencia como **********adscrita a la entonces Dirección General de protección Social y Vialidad del Estado, o bien que las irregularidades atribuidas fueran resultado directo de omisiones a  las  obligaciones que le son inherentes a su cargo, circunstancias que deben ser probados por la demandada. 

Se afirma lo anterior, en razón de que las demandadas no acreditaron en autos  del expediente en que se actúa, haber publicado en el Periódico Oficial del Estado el Manual de Organización aplicable a la Unidad de Servicios Médicos, Área de Gabinete Médico y Trabajo Social, Enlace Administrativo, de la Dirección General de Seguridad de Pública del Estado, como era su obligación, para con ello darle legalidad y efectos contra terceros, o sea, para estar en condiciones de aplicarlo a su personal operativo y a particulares, tal y como se lo exigen los artículos 70 y 80 fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 11 y 41  fracción III de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, 6° de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; por lo que ante la  omisión de su publicación oficial, dicho Manual de Organización carece de eficacia  jurídica en el caso que nos ocupa y no puede ser aplicado.

En efecto, tomando en consideración que a quien le corresponde la carga de la prueba para acreditar tanto la existencia de la conducta infractora como la responsabilidad del servidor público en su comisión, es a la autoridad administrativa y no al servidor público, quien tiene a su favor el principio de presunción de inocencia, como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador, y el cual consiste en que el servidor público acusado no está obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la comisión de una infracción, en tanto que no tiene la carga de probar su inocencia. 

Se destaca, que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido de manera reiterada que el Principio de Presunción de Inocencia es aplicable en tratándose de procedimientos administrativos sancionadores, como el caso de los Procedimientos Administrativos Disciplinarios, por tratarse de procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción en ejercicio de la facultad punitiva del Estado; por tanto el Principio de Presunción de Inocencia es un derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador, y en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente, tal y como se advierte del siguiente criterio jurisprudencial:

Tesis de Jurisprudencia 43/2014, Época: Décima Época, Registro: 2006590,  Instancia: Pleno,  Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 43/2014 (10a.), Página: 41, que dice: 

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.” 

Ahora bien, el Principio de Presunción de Inocencia es un derecho fundamental que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal; éstas pueden ser como estándar de prueba, como regla probatorio y como regla de trato procesal, que respectivamente se traducen en que quien acusa está obligado a probar, que se debe absolver cuando las pruebas no satisfagan las condiciones necesarias para destruir la Presunción de Inocencia, es decir el estatus de inocente de la persona sujeta a procedimiento, y que toda persona debe ser tratada como inocente en tanto no se declare su culpabilidad en una sentencia condenatoria firme; lo anterior se obtiene de las Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcriben. 

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR DE PRUEBA.- La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como "estándar de prueba" o "regla de juicio", en la medida en que este derecho establece una norma que ordena a los jueces la absolución de los inculpados cuando durante el proceso no se hayan aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del delito y la responsabilidad de la persona; mandato que es aplicable al momento de la valoración de la prueba. Dicho de forma más precisa, la presunción de inocencia como estándar de prueba o regla de juicio comporta dos normas: la que establece las condiciones que tiene que satisfacer la prueba de cargo para considerar que es suficiente para condenar; y una regla de carga de la prueba, entendida como la norma que establece a cuál de las partes perjudica el hecho de que no se satisfaga el estándar de prueba, conforme a la cual se ordena absolver al imputado cuando no se satisfaga dicho estándar para condenar.- Primera Sala.” Época: Décima Época, Registro: 2006091, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 26/2014 (10a.), Página: 476.

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA PROBATORIA. - La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como "regla probatoria", en la medida en que este derecho establece las características que deben reunir los medios de prueba y quién debe aportarlos para poder considerar que existe prueba de cargo válida y destruir así el estatus de inocente que tiene todo procesado.- Primera Sala.” Época: Décima Época, Registro: 2006093, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 25/2014 (10a.), Página: 478.” 

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO PROCESAL. La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de sus vertientes se manifiesta como "regla de trato procesal" o "regla de tratamiento" del imputado, en la medida en que este derecho establece la forma en la que debe tratarse a una persona que está sometida a proceso penal. En este sentido, la presunción de inocencia comporta el derecho de toda persona a ser tratado como inocente en tanto no se declare su culpabilidad por virtud de una sentencia condenatoria. Dicha manifestación de la presunción de inocencia ordena a los jueces impedir en la mayor medida posible la aplicación de medidas que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable, es decir, conlleva la prohibición de cualquier tipo de resolución judicial que suponga la anticipación de la pena.- Primera Sala.” Época: Décima Época, Registro: 2006092, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 24/2014 (10a.), Página: 497.” 

En ese orden de ideas, la calidad de inocente debe reconocerse a toda persona sujeta a un Procedimiento Administrativo Disciplinario, cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la Autoridad, en el caso a las Autoridades Demandadas.

Por consiguiente, al desplazarse la carga de la prueba a la Autoridad dentro del Procedimiento Administrativo Disciplinario; cobra una relevancia trascendental en el proceso al exigir la autoridad administrativa acreditar con pruebas suficientes y adecuadas las imputaciones que se formulan de modo que se destruya la presunción de inocencia del encausado, es decir que se desvirtúe el status de inocente, y en su oportunidad procesal, determinar de manera fundada y motivada el sentido de su resolución valorando de manera adecuada las pruebas.

Bajo esa tesitura, a la autoridad demandada le correspondía demostrar las obligaciones que señala  incumplió  la hoy actora en el cargo que desempeñó respecto de las obligaciones que le atribuyen en el que se señala como funciones: emitir **********  a los detenidos, cuya obligación estaba señalada en el Manual de Organización aplicable a la Unidad de Servicios Médicos, Area de Gabinete Médico y trabajo Social, Enlace Administrativo, de la Dirección General de Seguridad de Pública del Estado, no pasa inadvertido por esta Sala Unitaria, que la autoridad demandada refiere también que se le imputa a la accionante que emitió un ********** sin que se hiciera constar en este el apoyo de elementos técnicos que la ciencia médica proporciona para establecer la existencia del estado de ebriedad de la persona detenida; imputación que no puede tomarse de forma aislada, ya que va concatenada a la competencia que le atribuyen de poder expedir dicho documento conforme a las atribuciones que le son otorgadas conforme a la normatividad que le aplica.
Ello es así, toda vez que en primer término las funciones que señala la demandada y que atribuye a la accionante, en el acto reclamado por su incumplimiento, no son obligaciones y conductas que le deban ser imputadas,  en razón de que no estaba en su competencia ejecutarlas como se afirma en el acto reclamado, ya que dichas funciones tienen sustento en una normatividad que no tiene aplicación y observancia obligatoria por la hoy accionante, al no estar publicado en el Periódico Oficial del Estado.

Es decir, el Manual de Organización de referencia, que obra a fojas 117 a la 161 de este sumario,  en que se fundan las autoridades demandadas para establecer las irregularidades al accionante en el Procedimiento Administrativo de Responsabilidad número**********no tiene aplicación al caso que nos ocupa, en razón de que el mismo no se encuentra publicado en el Periódico Oficial del Estado, para su validez y aplicación. 

Tiene sustento la siguiente tesis de jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 170438,  Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, Enero de 2008, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 249/2007, Página: 515, que dice:  
“SERVIDORES PÚBLICOS. LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO, CON BASE EN LOS CUALES SE LES IMPONEN OBLIGACIONES Y ANTE SU INCUMPLIMIENTO PUEDE FINCÁRSELES RESPONSABILIDAD Y SANCIONÁRSELES, DEBEN PUBLICARSE EN EL ÓRGANO OFICIAL DE DIFUSIÓN CORRESPONDIENTE. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 6/2004, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, febrero de 2004, página 230, sostuvo que aun cuando los manuales citados no tienen la calidad de leyes o reglamentos, constituyen normas obligatorias y sirven de base para determinar causas de responsabilidad administrativa, siempre y cuando la acción u omisión prevista en un caso concreto esté claramente precisada como conducta de determinado servidor público; luego, con base en ese criterio resulta evidente que los manuales de organización, de procedimientos o de servicios al público de una dependencia o departamento del Gobierno Federal, estatal o municipal deben publicarse en un órgano de difusión oficial, llámese Diario Oficial de la Federación, gaceta gubernamental o periódico local, según sea el caso, pues sólo así los servidores públicos a quienes les resulten de observancia obligatoria tendrán conocimiento de ellos y sabrán con certeza las sanciones que se les impondrán y las responsabilidades que se les fincarán, en caso de que incurran en incumplimiento de sus obligaciones o en irregularidades en el desempeño de sus funciones..- Contradicción de tesis 218/2007-SS. Entre las sustentadas por el entonces Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, ahora Primero de la materia y circuito citados y el Tercer Tribunal Colegiado de la misma materia y circuito. 28 de noviembre de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Alberto Miguel Ruiz Matías.-Tesis de jurisprudencia 249/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiocho de noviembre de dos mil siete.-Nota: La tesis 2a./J. 6/2004 citada, aparece publicada con el rubro: "SERVIDORES PÚBLICOS. LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO LES OBLIGAN Y SIRVEN DE APOYO PARA ESTABLECER  LA CAUSA DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA EN QUE INCURRAN, SIEMPRE Y CUANDO LA ACCIÓN U OMISIÓN PREVISTA EN EL CASO CONCRETO ESTÉ PRECISADA COMO CONDUCTA DE ALGUNO DE ELLOS."

 Y la Jurisprudencia de la Época: Décima Época,  Registro: 2010889,  Instancia: Segunda Sala, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 26, Enero de 2016, Tomo II, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 152/2015 (10a.) Página: 1512, que dice:  

“SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO SON LA BASE PARA FINCARLES RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS Y SANCIONES, EL CONOCIMIENTO DE SU EXISTENCIA Y CONTENIDO NO PUEDE DERIVAR DE ALGÚN OTRO MEDIO LEGAL, SINO DE SU PUBLICACIÓN EN EL ÓRGANO DE DIFUSIÓN OFICIAL CORRESPONDIENTE. Conforme a la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 249/2007 (*), dichos manuales deben publicarse en un órgano de difusión oficial, llámese Diario Oficial de la Federación, gaceta gubernamental o periódico oficial local, según sea el caso, pues al tratarse de normas de carácter general, sólo así los servidores públicos a quienes les resulten de observancia obligatoria tendrán conocimiento de su contenido y sabrán con certeza las sanciones que se les impondrán y las responsabilidades que se les fincarán, en caso de que incurran en el incumplimiento de sus obligaciones o en irregularidades en el desempeño de sus funciones. Por tanto, no puede admitirse que el conocimiento pleno de la existencia y contenido de los manuales derive de algún otro medio legal aunque éste sea fehaciente, ya que dejar tal conocimiento a la valoración de pruebas no abona a la seguridad jurídica, en tanto que si aquéllos son la base para afectar la esfera de derechos de los servidores públicos al fincarles responsabilidades y sancionarlos, la certeza del conocimiento pleno en los términos referidos sólo puede derivar de su publicación en un órgano de difusión oficial.”  “Contradicción de tesis 148/2015. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 30 de septiembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María Estela Ferrer Mac-Gregor Poisot.  “Tesis y criterio contendientes: Tesis VII.2o.(IV Región) 14 A, de rubro: "MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO. SU FALTA DE PUBLICACIÓN EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN NO IMPIDE QUE UN SERVIDOR PÚBLICO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL SEA SUJETO DE RESPONSABILIDAD POR SU DESACATO, SI EXISTE PRUEBA DE QUE REALMENTE TUVO CONOCIMIENTO DE ELLOS POR OTRO MEDIO LEGAL.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 3224, y El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 417/2014..-Tesis de jurisprudencia 152/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veinticinco de noviembre de dos mil quince.”
De tal manera que, si el Manual de Organización  en estudio no se ajusta a las preceptos Constitucionales y legales referidos con antelación, correlacionados con los criterios jurisprudenciales transcritos, esto es, si no se cumplió con la obligación de hacer la publicación oficial del citado manual, no es posible que las demandadas le atribuyan su omisión en ejecución de sus funciones a la actora, porque estas no están debidamente regladas y por tanto, no pudo, ni debió tener intervención en la responsabilidad  que se le imputa, sino que en su defecto deriva de actos que son responsabilidades y facultades de otras autoridades, lo que genera por ende que el accionante carezca de la responsabilidad directa que se le imputa respecto de elaboración de **********  a los detenidos, que sustentan en las funciones que se contienen en el Manual de Organización aplicable a la Unidad de Servicios Médicos, Area de Gabinete Médico y Trabajo Social, Enlace Administrativo, de la Dirección General de Seguridad de Pública del Estado,  Imputaciones las cuales si bien son citadas por el Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Seguridad Pública en el  Estado, y en el acto impugnado, también lo es que las mismas no son sustentadas fehacientemente por las demandadas, lo que genera que no esté acreditada la responsabilidad administrativa que señala en el acto impugnado, ya que se desprende que las mismas, se encuentran establecidas en un Manual de Organización aplicado a la Unidad de Servicios Médicos, Area de Gabinete Médico y Trabajo Social, Enlace Administrativo, de la Dirección General de Seguridad de Pública del Estado, el cual no se tiene validez en ejecución y aplicación, a virtud de que no se encuentra publicado en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, lo cual es indispensable para establecer de forma real y correcta las posibles omisiones en sus funciones que se dice incumplió en su encargo, circunstancia que en el presente caso que nos ocupa no sucedió, pues la demandada únicamente se basa en este Manual para establecer las funciones que refiere se omitieron por parte de la actora. 

Bajo esa premisa,  se desprende que el acto reclamado, es ilegal, siendo que la autoridad demandada al emitirlos no acreditó la responsabilidad administrativa que le imputó a la actora, en su carácter **********adscrita a la Dirección General de Seguridad de la Secretaría de Seguridad Pública del Estado,**********así como no justificó el incumplimiento de la fracción I, del artículo  56  de la Ley de Responsabilidades  de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por las razones antes expuestas.

En consecuencia con fundamento 96 y 97 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en; la Resolución de fecha**********dictada en el Procedimiento Administrativo de Responsabilidad número**********; emitido por el Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Seguridad Pública en el  Estado, por lo que se decreta su NULIDAD TOTAL y se le deja sin efecto legal alguno, debiendo la autoridad demandada RESTITUIR a la actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados, esto es, la no imposición de las sanciones que le fueron impuestas, así como la no ejecución de la Inscripción en el Registro de Servidores Públicos sancionados que se lleva en la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, para lo cual deberán girar las indicaciones pertinentes para cancelar cualquier registro a ese respecto.
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  249, 250 fracción II,  251,  252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL dejándolo sin efecto, de acuerdo a los razonamientos y para los precisados  en el considerando Sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la  Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- Rubricas.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
